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EXPEDIENTE NÚMERO 271/2009-JN

En la ciudad de León, Guanajuato, siendo las 11:00 once horas del días 30 treinta de noviembre del año 2009, dos mil nueve, fecha y hora señalada para la celebración de la audiencia de alegatos, el Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, Licenciado Eliverio García Monzón, quien actúa legalmente asistido por la Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada Ma. Teresa Alférez Rodríguez, declara abierta la audiencia de alegatos y se lleva a cabo, sin la asistencia de las partes, por lo que no habiendo pruebas por desahogar, con fundamento en el artículo 287 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en esta audiencia se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponda, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que se impugnan el acta de infracción número T-3723466 de fecha 10 diez de octubre del año 2009, dos mil nueve, su calificación y el estado de cuenta de fecha 13 trece de octubre del año en curso; la existencia del primero se acredita con el original de la referida acta de infracción y los otros actos con el original del citado estado de cuenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo  261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El agente de tránsito hace valer la casual de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acta de infracción impugnada, no fue emitida al actor y no existe identidad entre el actor y la persona a quien se le elaboró el folio de infracción, no vulnerándosele derecho alguno. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que la omisión del segundo nombre del demandante constituye un error imputado al agente de tránsito ahora demandado, esto es así, ya que el primer  nombre y los apellidos que aparecen escritos en el acta de infracción impugnada coincide con el nombre y apellidos escritos en el escrito de demanda, por tal motivo, podemos concluir que el actor y el destinatario del acta de infracción combatida, son las misma persona, por tal razón el demandante cuenta con un derecho administrativo legalmente protegido, de este modo, resulta evidente que el justiciable tiene interés jurídico para intentar la presente demanda en esta vía jurisdiccional; en consecuencia, de sostener la postura de la autoridad demandada, no existiría persona alguna que jurídicamente esté en condiciones de impugnar los actos que nos ocupan. . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el primer párrafo del concepto de impugnación de la demanda el actor en esencia aduce que el acta de infracción no cumple con lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna en relación con lo previsto en el artículo 137 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que carece de fundamentación y motivación, porque en la citada acta en primer lugar no señaló correctamente el Reglamento aplicado, toda vez que se señala: Artículo Infringido 124 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; Reglamento inexistente. Sigue aduciendo que respecto a la motivación en el acta de infracción no se señala detalladamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como las consideraciones que tomó para levantar la infracción, ya que sólo se limitó a señalar de manera escueta el lugar de la infracción, que no indicó el lugar exacto, sentido o dirección en que circulaba, entre que retornos, avenidas ni la ubicación del semáforo. En tanto que, el agente de tránsito demandado en la contestación aduce en esencia que los conceptos de impugnación son meras apreciaciones subjetivas, pues son hechos personales narrados en forma aislada y son inoperantes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De una minuciosa lectura del escrito de demanda, se advierte que se esgrime argumentación lógica y jurídica tendente a desvirtuar la presunción de legalidad de los actos impugnados, pues se deduce la causa de pedir, ya que se dirige a desvirtuar la legalidad de esos actos, por no considerarlos fundados y motivados. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . 
Así las cosas, de un minucioso análisis del acta de infracción a debate, se concluye que en efecto, el agente de tránsito demandado la apoyó en el artículo 124 fracción III, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, denominación que es incorrecta, pues su el título correcto es Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato; y, por otro lado, no se encuentra suficiente motivada, toda vez que no se describe de manera pormenorizada la conducta desplegada por el actor, puesto que en el acta de infracción se omitió expresar la ubicación del poste del semáforo, ya que se desconoce cual de los semáforo era el que marcaba la señal, esto es, si era el colocado sobre el Boulevard Francisco Villa, o bien, sobre la avenida Bocanegra, además, no indica por cual vialidad circulaba el vehículo conducido por el actor, de ahí resulta que, no se sabe ni se puede determinar cual semáforo estaba en luz ámbar. En este orden de ideas, el acta combatida carece de motivación, toda vez que la vialidad sobre la que transitaba el referido vehículo y la ubicación del semáforo que estaba en luz ámbar, son elementos que jurídicamente constituye las circunstancias de hecho que nos permiten hacer una adecuación lógica de la conducta desplegada por el actor, en el supuesto jurídico previsto como infracción de tránsito en el artículo 124, fracción III, del Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato, circunstancias imprecisas que dejan en estado de indefensión al actor; por consiguiente, el acta de infracción no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que, el acta combatida es ilegal. 
Ahora, si la calificación y el estado de cuenta, son consecuencia del acta de infracción afectada de nulidad, es evidente que esta última asume el carácter de acto principal y los primeros de accesorios; no existiendo impedimento para declarar la nulidad de la calificación de la infracción y del estado de cuenta del 13 trece de octubre del año 2009, dos mil nueve, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que la argumentación expresada en el primer párrafo del concepto de impugnación y analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de las demás consideraciones expresadas en los otros párrafos del mismo punto de concepto de impugnación, toda vez que de ser procedentes, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el acta de infracción combatida es ilegal, pues como se dijo en supralíneas, ésta incumple con un elemento de validez como lo es la fundamentación y motivación, luego entonces, estimando que los hechos no se pueden retrotraer por las circunstancias en las cuales ocurrieron y que la boleta de infracción impugnada, no es la respuesta a una petición, conforme a lo previsto en los artículos 300, fracción II y 302, fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción número T-3723466, de fecha 10 diez de octubre del año 2009, dos mil nueve y los actos consecuentes como lo son la calificación que recayó a la infracción y el estado de cuenta de fecha 13 trece de octubre del mismo año, por ende, de acuerdo a lo dispuesto por el artículos 300, fracción VI, del invocado Código, se condena a la Directora General de Ingresos para que haga la devolución de la garantía exigida a la parte actora conforme al artículo 134 del Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato, la que deberá restituir dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, término contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de Infracción número    T-3723466 de fecha 10 diez de octubre del año 2009, dos mil nueve y de los actos consecuentes como lo son la calificación que recayó a la infracción y el estado de cuenta del día 13 trece del mismo mes y año, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . .  . . . . . . . . 

TERCERO.- Se condena a la Directora General de Ingresos a que haga la devolución de la garantía exigida al ciudadano Héctor Arturo Pantoja Palacio, la que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
